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Asunto: Acción de reparación directa (apelación)

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la demandante en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Descongestión Bogotá-Sección Tercera, el 12 de octubre de 2000, en la cual se negaron las pretensiones de la demanda. La sentencia recurrida será confirmada. 

I. ANTECEDENTES PROCESALES

1. Las pretensiones

Mediante escrito presentado el 13 de febrero de 1995, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, los señores María Elizabeth García Piñeros y Jaime Bahamón Correa, quienes actúan en nombre propio y en representación de su hija menor Yamile Bahamón García y además, las señoras María Angélica Bahamón García y Yeny Álvarez Holguín, ésta última, actuando a nombre propio y en representación de su hija menor Andrea Marcela Bahamón Álvarez, formularon demanda en contra de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, con el objeto de que se declarara patrimonialmente responsable a esa entidad de los daños y perjuicios que sufrieron como consecuencia de la muerte del señor José Saúl Bahamón García, ocurrida el 27 de febrero de 1993, en el municipio de Villavicencio, Meta. 

A título de indemnización, se solicitó en la demanda el pago de las siguientes cantidades: (i) el equivalente a 1.000 gramos de oro a favor de cada uno de los señores María Elizabeth García Piñeros, Jaime Bahamón Correa, Andrea Marcela Bahamón Álvarez y Yeny Álvarez Holguín, y a 500 gramos de oro, a favor de las señoras Yamile y María Angélica Bahamón García; (ii) para la señora María Elizabeth García Piñeros la indemnización por daño emergente, en la cuantía que se demuestre en el proceso y (iii) para la señora María Elizabeth García Piñeros y  la menor Andrea Marcela Bahamón Álvarez la indemnización por el lucro cesante, por el valor que se demuestre en el proceso o en el trámite incidental posterior a la sentencia. 

2. Fundamentos de hecho

Los hechos relatados en la demanda son, en resumen, los siguientes: 

-Aproximadamente a las 8:00 p.m. del 27 de febrero de 1993, el agente de la Policía Orlando Sánchez González llegó en estado de embriaguez y a bordo de una motocicleta, al barrio Popular de Villavicencio; se detuvo en frente de la residencia del señor Pedro Pablo Rodríguez Gutiérrez y sin ninguna motivación desenfundó su arma de dotación e hizo dos disparos al aire.

-Al oír los disparos, el señor Rodríguez Gutiérrez salió de su casa para averiguar qué era lo que sucedía, pero el agente de la Policía en forma desafiante y altanera le dijo que si no le había gustado, sacara también su arma para que se dieran “candela”. Como el señor Rodríguez Gutiérrez era conocedor de los antecedentes antisociales del agente Sánchez González, prudentemente se retiró para evitar problemas. De la residencia salieron luego los hermanos Carlos Alberto y Sandra Esperanza Peñuela Campos, el agente hizo otro disparo al aire y se refirió en forma soez al señor Rodríguez Gutiérrez.

-Luego, el agente se dirigió hacia su residencia y al pasar por el parque de la Virgen vio al joven José Saúl Bahamón García sentado en una banca y sin ningún motivo le dio una patada en la cara, ante lo cual el joven Julián Eduardo Montaño Gutiérrez le reclamó por el hecho. El agente extrajo su revólver y se lo entregó a su hermano Carlos Aníbal Sánchez González. Este agredió con arma cortopunzante al joven Bahamón García, quien logró tirarle una botella de licor a Carlos Aníbal y salir corriendo. 

-Entre tanto, el joven Julián Eduardo Montaño Gutiérrez había logrado llevar hasta su casa al agente Orlando Sánchez González, quien lo golpeó y salió de nuevo hacia el parque acompañado de su cuñado, el señor Henry Parrado Castro, quien llevaba un machete. En ese momento, los hermanos Sánchez González, esta vez acompañados de su otro hermano, el también agente de la Policía José Noel y su cuñado Parrado Castro corrieron detrás del joven Bahamón García, lo alcanzaron y enfrente de la familia de la víctima y de otros vecinos, el agente José Noel Sánchez lo hirió con el machete hasta causarle la muerte.  

-El señor Jaime Bahamón Correa, padre de la víctima, trató de defender a su hijo, pero el agente Orlando Sánchez González se lo impidió amenazándolo también con un machete, por lo que aquél debió refugiarse en el domicilio de la familia Bernal Villarraga para protegerse. 

-Durante el curso de esos hechos, la señora Carmen Rosa Leyva de Méndez requirió la intervención de los agentes que laboraban en el CAI del barrio Popular, que queda sólo a una cuadra del sitio donde estos sucedían, pero los agentes sólo llegaron cuando ya todo estaba consumado y se llevaron retenidos a los hermanos Sánchez González, a quienes concedieron la libertad poco después. 

-En la investigación disciplinaria no sólo se logró establecer que los agentes Sánchez González, junto con su hermano Carlos Aníbal fueron los autores de la muerte del joven José Saúl, sino que también se acreditó que dichos agentes observaban una pésima conducta social, porque prevalidos de su condición y de las armas de fuego que tenían asignadas mantenían amedrentados a los vecinos. 

La parte demandante no señaló el fundamento de la imputación del daño a la entidad pública demandada, pero la Sala infiere de la narración de los hechos y de las alegaciones posteriores, que ésta se hizo en consideración a que los señores Orlando y José Noel quienes se señala como autores de la muerte del joven José Saúl, para el momento de los hechos pertenecían a la Policía Nacional.   

3. La oposición de la demandada

La Nación-Ministerio de Defensa se opuso a las pretensiones de la demanda. Señaló que de acuerdo con lo narrado en la misma, el hecho ocurrió por culpa personal de los agentes, sin nexo con el servicio, porque éstos no se encontraban en ejercicio de sus funciones, estaban vestidos de civil y el arma con la cual produjeron el daño no era de dotación oficial, ni al actuar invocaron su calidad de miembros de la fuerza pública. Para acreditar esos hechos, la entidad solicitó algunas pruebas y pidió que se decretaran y tuvieran como tales las solicitadas por la parte actora. 

4. La sentencia recurrida
El Tribunal a quo negó las pretensiones de la demanda, por considerar que el daño no era imputable a la entidad demandada, dado que si bien los agentes de la Policía Sánchez González protagonizaron una riña en la que falleció el joven Saúl Bahamón García, esa muerte la causó un tercero, ajeno a la institución y sin ningún vínculo con el servicio, porque cuando se causó el daño los agentes no estaban en horas, ni en el lugar del servicio, ni aquéllos actuaron con el ánimo de ejecutar una acción propia de sus funciones, ni bajo su impulsión; en consecuencia, se trata de una falta personal. 

5. Lo que se pretende con la apelación

La parte demandante solicitó que se revoque la sentencia proferida por el Tribunal a quo y en su lugar, se accediera a las pretensiones de la demanda, con fundamento en los siguientes argumentos: 

-Para negar las súplicas de la demanda, el a quo sólo se apoyó en algunas de las pruebas del proceso penal que se siguió en contra de los agentes Sánchez González y de su hermano Carlos Aníbal, pero no tuvo en cuenta que de acuerdo con el testimonio de todos los vecinos, dichos agentes observaban una pésima conducta social, porque utilizaban su arma de dotación oficial para amedrentar a todos los habitantes del barrio Popular de Villavicencio y que además, se demostró que aquéllos lesionaron al joven Bahamón García y que para este proceso no importa quien le dio el “golpe de gracia”. 

-Tampoco tuvo en cuenta el Tribunal de instancia las pruebas documentales que obran en el expediente disciplinario, fundamentalmente: (i) la providencia dictada por el Comandante del Departamento de Policía del Meta, que resolvió en primera instancia la investigación disciplinaria que se adelantó en contra de los agentes de la Policía, en la cual se concluyó que el hecho fue cometido por los agentes Orlando y José Noel Sánchez González, quienes se concertaron y participaron en la gresca en la que resultó muerto el señor Bahamón García y (ii) la resolución dictada por la Dirección General de la Policía Nacional, juez disciplinario de segunda instancia, en la cual se llegó a la conclusión de que los agentes de la Policía, junto con su hermano fueron los autores del ilícito, conclusiones que llevaron a la propia institución a separar del cargo, en forma absoluta, a los agresores.

-No tiene relevancia el hecho de que hubiera sido el civil quien hubiera causado la muerte de la víctima, si fueron los agentes quienes iniciaron la agresión y participaron activamente en los hechos dañosos, con violación de la Constitución, la ley, los reglamentos de la Policía y el derecho humanitario, con una conducta totalmente contraria a los deberes que tenían de proteger a las personas y sus bienes. Todas las pruebas que obran en el expediente son suficientes para acreditar la falla del servicio de la entidad demandada.

6. Actuación en segunda instancia
Del término concedido en esta instancia para alegar de conclusión sólo hizo uso la parte demandante, que reiteró los argumentos expuestos en el escrito de apelación y agregó que: (i) se presume que el agente Orlando Sánchez González estaba ingiriendo licor en horas de trabajo; (ii) el mismo agente hizo entrega irregular de su arma de dotación a una persona ajena a la institución; (iii) las decisiones disciplinarias son suficientes para comprometer la responsabilidad de la entidad demandada, en tanto constituyen actos administrativos que gozan de presunción de legalidad; (iv) están demostrados en el expediente los perjuicios materiales y morales sufridos por los demandantes; (v) también se acreditó la relación causal entre el daño y la actuación de los agentes, quienes iniciaron y culminaron los hechos en los cuales perdió la vida el señor Bahamón García y (vi) los miembros de la fuerza pública están de servicio las 24 horas del día y no puede alegarse que los permisos, las franquicias y las horas no laborables los exoneran de las acciones delictivas y por lo tanto, todas sus acciones comprometen a la Administración Pública. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia  

La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en proceso con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que la cuantía de la demanda supera aquella exigida para el efecto al momento de proponer el recurso, esto es, antes de la vigencia de las cuantías establecidas en la Ley 446 de 1998
.
2. La existencia del daño

2.1. La muerte del joven José Saúl Bahamón García, ocurrida el 27 de febrero de 1993, en el municipio de Villavicencio, Meta, se acreditó con: (i) el acta del levantamiento del cadáver practicado por la Fiscalía 17 Permanente de Villavicencio (fls. 2-5 c-1 de pruebas); (ii) el informe de la necropsia practicada al cadáver por el Médico Legista del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en la cual se concluyó:“hombre adulto joven con herida con arma cortopunzante torácica que compromete pulmón derecho, saco pericárdico, aorta intrapericárdica y fallece por anemia aguda y taponamiento cardiaco” (fls. 67-68 c-1 pruebas), y (iii) el registro civil de su defunción (fl. 5 c. principal).  
2.2. La muerte del joven José Saúl Bahamón García causó daños morales a los demandantes, quienes demostraron el vínculo que los unía a él, así: (i) los señores María Elizabeth García Piñeros y Jaime Bahamón Correa demostraron ser los padres del fallecido porque así consta en el registro civil del nacimiento de éste (fl. 4 c. principal); (ii) las señoras Yamile y María Angélica demostraron ser sus hermanas, porque en los registros civiles de nacimiento de todos ellos consta que eran hijos de los mismos padres (fls. 6 y 7 c. principal); (iii) la menor Andrea Marcela Bahamón Álvarez demostró ser hija del señor José Saúl, tal como consta en el registro civil del nacimiento de la menor (fl. 8 c. principal) y (iv) la señora Yeny Álvarez Holguín, demostró ser compañera del fallecido, según lo declararon las señoras Amelia Mejía Barbosa (fl. 94 c. principal), Consuelo Barahona Montes (fls. 105-106 c. principal) y Clara Inés Orrego de Baquero (fls. 106-107 c. principal), testimonios a los cuales se da crédito por tratarse de los vecinos y amigos de la familia de los demandantes y porque no hay ninguna razón para dudar de sus afirmaciones. 

La existencia del parentesco en el primero y segundo grados de consanguinidad y la relación marital demostrada por los demandantes en relación con el joven José Saúl Bahamón, unida a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que aquéllos sufrieron por la muerte de éste.  

2.3. También están demostrados los perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente padecidos por la señora María Elizabeth García, derivados de los gastos que tuvo que realizar para las exequias de su hijo, según los documentos que obran en el expediente (fls. 10-16 del c. principal) y el testimonio rendido por el señor Héctor Peñuela Delgado (fl. 77 c. principal). 

2.4. De igual manera, están demostrados los daños materiales en la modalidad de lucro cesante sufridos por la menor Andrea Marcela Bahamón Álvarez, por la muerte de su padre, quien velaba por su subsistencia, según lo aseguraron las señoras Amelia Mejía Barbosa (fl. 94 c. principal), Consuelo Barahona Montes (fls. 105-106 c. principal), Clara Inés Orrego de Baquero (fls. 106-107 c. principal) y Carmen Rosa Leyva de Méndez (fls. 80-81 c. principal). 

3. Los daños causados por los servidores públicos sólo son imputables al Estado si tienen nexo con el servicio

En la contestación de la demanda, la entidad manifestó que la muerte del joven José Saúl Bahamón García es imputable exclusivamente a sus autores materiales y no a la Policía Nacional, porque el hecho no tuvo ningún nexo con el servicio. 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala, que ahora se reitera, las actuaciones de los funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público
. La simple calidad de funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al Estado, pues dicho funcionario puede actuar dentro de su ámbito privado separado por completo de toda actividad pública.
En doctrina que la Sala ha acogido en dichas decisiones, se señala que para que la conducta causante del daño, desplegada por un agente estatal, tenga vínculo con el servicio, se requiere que ésta se presente externamente como expresión o consecuencia del funcionamiento del servicio público: 
“…no cualquier actuación dañosa de los funcionarios o agentes administrativos conlleva imputación de responsabilidad a la Administración de quien dependen o en la que están encuadrados. Se requiere en todo caso para que opere el mecanismo de atribución a la Administración del deber de reparar un daño patrimonial, que la actuación lesiva de la persona autora material de éste pueda calificarse como propia del ‘funcionamiento de los servicios públicos’. Es decir que la conducta del agente de la Administración productora del evento dañoso suponga una manifestación del desempeño o ejercicio del cargo público, presentándose externamente entonces el resultado lesivo como expresión o consecuencia del funcionamiento del servicio público. “Por tanto, la Administración no responde de los daños causados por la actividad estrictamente privada de sus funcionarios y agentes, es decir, la llevada a cabo absolutamente al margen de las funciones del cargo público; en una palabra, la realizada fuera del servicio público. En definitiva, el fenómeno jurídico de imputación de responsabilidad civil a la administración no se produce ‘en aquellos supuestos de daños resarcibles en los que el funcionario se presenta frente al sujeto dañado en su calidad de persona privada, desprovisto, por tanto, de toda cualificación jurídico-pública”
.

4. En el caso concreto se demostró que las circunstancias en las cuales se dio muerte a la víctima no tuvieran nexo con el servicio

En relación con los hechos de que trata la demanda obran las pruebas documentales traídas por las partes en las oportunidades legales correspondientes; los testimonios recibidos en el proceso; los testimonios, documentos, providencias e informes técnicos trasladados de la investigación penal adelantada por la justicia ordinaria, por la muerte del joven Bahamón García, pruebas que fueron autenticadas por la secretaria del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Villavicencio, Meta (en dos cuadernos), las cuales pueden ser valoradas en este proceso porque su traslado fue solicitado por la parte demandante y la parte demandada manifestó adherirse a esa solicitud. Además, obran las hojas de vida de los agentes Sánchez González, las cuales fueron remitidas al a quo por el jefe de la unidad de archivo general de la Policía Nacional (fl. 94 c. principal y dos anexos), de las cuales hace parte la investigación disciplinaria que se siguió en contra de los agentes. 

Con fundamento en esas pruebas se concluye que la muerte del señor José Sául Bahamón García no tuvo nexo con el servicio, en tanto las circunstancias en las cuales se produjo el hecho no supusieron una manifestación del desempeño o ejercicio de un cargo público; por el contrario, quedó establecido que el daño fue cometido por agentes del Estado, en circunstancias ajenas a los servicios que les correspondía prestar, aunque, sin lugar a dudas, contraviniendo los más elementales derechos de la víctima.  

4.1. Aunque para el momento de los hechos los señores Orlando y José Noel Sánchez González tenían la calidad de agentes de la Policía, su actuación no trascendió la esfera personal, porque la misma no supuso una manifestación del cargo público que ostentaban. 

No existe duda en cuanto a la calidad de agentes de la Policía que ostentaban los señores Orlando y Noel de Jesús Sánchez González para el momento de ocurrencia del hecho de que trata este proceso. Así consta en las hojas de vida que en copia auténtica obran en el expediente en dos anexos. 

Y tampoco fue objeto de controversia en el proceso la participación de los agentes Orlando y Noel de Jesús Sánchez González en el hecho que culminó con la muerte del joven José Saúl Bahamón García. Los asuntos que se discutieron en las investigaciones penal y disciplinaria que se adelantaron en su contra estuvieron relacionados con su responsabilidad en el homicidio, para establecer, de una parte, si fueron coautores de la muerte de éste y de otra, si actuaron en defensa de su integridad física y de su vida, o de manera injustificada al atacar a la víctima, pero para los efectos de este proceso lo que importa señalar, como bien lo reclama la parte demandante, es que ambos agentes intervinieron en el hecho. 

En el informe presentado por el comandante de la subestación Popular de la Estación de Policía de Villavicencio al jefe de la SIJIN (fls. 11), relató lo sucedido así: 

“…el día de hoy, siendo aproximadamente las 20:00 horas, en la calle 24, con la carrera 10B-esquina, los señores agentes SÁNCHEZ GONZÁLEZ JOSÉ NOEL, quien labora en comunicaciones del DEMET, el señor agente SÁNCHEZ GONZÁLEZ ORLANDO, quien labora en la SIJIN y su hermano CARLOS A. SÁNCHEZ GONZÁLEZ…protagonizaron una riña en vía pública, con el señor José Saúl Bahamón García…, quien resultó herido con arma blanca, a la altura del tórax, lado derecho. Agresor por establecer ya que fueron hechos confusos y al hacer presencia la patrulla nadie dio versión alguna que se pudiera responsabilizar; posteriormente, el señor JOSÉ SAÚL BAHAMÓN fue trasladado a la clínica Meta, donde posteriormente falleció. Así mismo, resultaron heridos el agente JOSÉ NOEL SÁNCHEZ GONZÁLEZ y su hermano CARLOS ANÍBAL SÁNCHEZ GONZÁLEZ, quienes presentaron heridas con arma cortopunzante (machete) y el segundo herida en la cabeza, con arma blanca (peinilla), según lo manifestado por él mismo. Móviles al parecer por problemas personales”.

Muchos de los vecinos del lugar declararon tanto en el proceso penal como en el disciplinario y refirieron los hechos que habían presenciado. De sus declaraciones puede concluirse que tanto los agentes Orlando y José Noel, así como su hermano Carlos Aníbal agredieron al joven José Saúl. Así: 
-En el proceso disciplinario declaró la señora Sandra Patricia Pinzón León (fls. 23-24 anexo 1), que ella había presenciado el momento en el que Orlando Sánchez llegó al parque y se dirigió a Saúl Bahamón, quien se hallaba sentado en una banca; que el agente extrajo el revólver y apuntó hacia arriba, pero que de inmediato le entregó el revólver a su mamá, quien había llegado al lugar; acto seguido Orlando le dio unas patadas en la cara a Saúl y poco después llegó Carlos Aníbal, hermano de Orlando y lesionó a Saúl con un puñal, debajo del brazo; que éste, para tratar de defenderse le tiró a Carlos Aníbal con una botella de licor que tenía y le golpeó la cabeza. Al ver esos hechos, su hermano Robinson Pinzón se llevó a Carlos para la casa de la mamá de éste, pero Orlando y su cuñado se fueron a perseguir a Saúl. 

-En el proceso disciplinario declaró el joven Julián Eduardo Montaño (fls. 29-30), quien manifestó, igualmente, haber sido testigo presencial del momento en el cual el agente Orlando Sánchez llegó en una motocicleta roja al parque y le pegó una patada a Saúl; que Orlando extrajo su arma de fuego y se la entregó a Carlos Aníbal; que él llevó a Orlando a su casa, para que no se metiera en problemas, pero que allí el cuñado de Orlando salió con un machete. Agregó que los hechos que sucedieron con posterioridad no los presenció.  

-La señora Ana Celia Álvarez (fls. 34-35 c-2 pruebas) aseguró en el proceso penal que la noche de los hechos se hallaba en el parque del barrio Popular y fue testigo del momento en el Orlando llegó en una motocicleta, se bajó de la misma y se dirigió a José Saúl, quien se hallaba sentado en una de las bancas; que al llegar le pegó una patada en la cara, por lo que éste se paró; que luego oyó que éstos se cruzaron unas palabras, pero no pudo escuchar lo que se decía y que Saúl trató de defenderse de la agresión, pero con las manos, porque no llevaba ningún arma. 

-La señora Carmen Rosa Leyva de Méndez (fls. 95-96 c-1 pruebas y 81 anexo 1), manifestó que ella había visto al joven José Saúl sentado en frente de su casa, ubicada en el parque del barrio Popular y de repente escuchó una algarabía, por lo que ella llamó al CAI a pedir ayuda, pero que no le contestaron.  

Otros declarantes se refirieron al momento en el que José Saúl corrió ya lesionado hacia su casa, pero fue alcanzado por José Noel Sánchez, quien lo golpeó con un machete y también se refirieron a la agresión del agente Orlando Sánchez contra el señor Jaime Bahamón, padre de José Saúl, así: 

-La señora Ana Tulia Villarraga de Bernal (fls. 7-8 c-1 de pruebas y 57-58 anexo 1), dijo haber visto correr al señor Jaime Bahamón, padre de José Saúl, para encontrarse con su hijo, tras del cual iban Noel Sánchez, armado con un machete y Carlos Sánchez, quien llevaba una puñaleta; que José Saúl cayó a pocos metros del lugar donde ella se encontraba y los hermanos Sánchez lo golpearon.  

-Las señoras Elda Carola y Ana Rocío Bernal Villarraga (fls. 157-162 c-1 de prueba y fls. 25-26 anexo 1) manifestaron que la noche de los hechos, ellas se hallaban sentadas en frente de su casa y observaron que Saúl corría y detrás de él la familia Sánchez; que Noel llevaba un machete y con él golpeó a Saúl que había caído herido; que el papá de Saúl, don Jaime Bahamón, trató de defender a su hijo, pero Carlos Aníbal lo amenazó con un cuchillo, por lo que él corrió para refugiarse en la casa de las testigos, donde intentó penetrar también el agresor, pero que el señor Jaime logró cerrar la puerta. 

-José Guillermo Bernal (fls. 153-156 c-1, pruebas), manifestó que escuchó una algarabía y se asomó al balcón de su casa y observó un hombre que golpeaba con un machete a otro que yacía en el piso; que al salir se enteró por comentarios de su esposa que el lesionado era Saúl y el agresor era uno de los hermanos Sánchez. 

-María del Socorro Peña de Pardo (fls. 80-82 c-1 de pruebas) manifestó que ella había escuchado la algarabía y al salir de su casa vio a los hermanos Sánchez pegarle a Saúl, hijo de los señores Jaime e Isabel, que se hallaba caído en el suelo, sangrando; que uno de los Sánchez le pegaba con un machete y los otros le daban puños y patadas. 

-El señor Humberto Lugo Castro (fls. 243-246 c-1 pruebas y flos. 51-53 anexo 1) aseguró haber visto el momento en el que Noel Sánchez golpeaba por la espalda con el machete a Saúl, que yacía en el suelo, mientras Orlando le tiraba con el machete a don José Bahamón, padre de Saúl. 

En los procesos que se siguieron en contra de los agentes implicados declararon tres testigos, quienes aseguraron que se hallaban casualmente en el sector y que presenciaron el momento en el cual un hombre, quien luego se identificó como José Saúl agredió con un machete a otro joven y a una mujer mayor, cuyas descripciones correspondían al señor Carlos Aníbal y su madre. Estos testigos fueron:  

-La señora María Eulalia Romero (fls. 143-147 c-1 pruebas y 122-123 anexo 1), quien manifestó que la noche de los hechos se hallaba en el sector en compañía de la señora Marly Guzmán, buscando una casa en arriendo, cuando observó a un hombre sin camisa que golpeaba con un machete a un joven y de repente salió la madre del lesionado y el que tenía el machete fue a agredir a la señora, pero que en ese momento venía un hombre corriendo y gritando que no se metieran con su madre y que el agresor se dirigió a él y lo lesionó en la mano; que  luego salió otro hombre e hizo unos disparos al aire y la gente gritaba que acabaran con esos tombos, pero que ella no vio ningún policía y luego observó al que tenía el machete que se alejó, pero a los pocos metros cayó y luego se lo llevaron en un vehículo.  

-Similar fue el relato de la señora Marly Guzmán Bolaños (fls. 148-151 c-1 pruebas y 124-125 anexo1), quien agregó haber visto que el muchacho que tenía el machete estaba sentado en el parque y que agredió a otro que subía; que al parecer le dio un golpe en la cabeza, porque éste sangraba y fue cuando salió la señora a auxiliarlo.

-De igual manera, el señor Saúl Corredor Torres (fls. 199-201 c-1 pruebas y 121-122 anexo 1), quien aseguró que era taxista y había llegado al parque llevando una carrera, se refirió a la presunta agresión de José Saúl, que motivó la defensa de la familia Sánchez. 

Según obra en el expediente penal, el 1º de marzo de 1993, se practicó reconocimiento médico legal al señor Carlos Aníbal Sánchez González en el cual se concluyó que éste “recibió herida con arma cortocontundente en región parieto-temporal izquierda hace 2 días; al examen clínico presenta herida de 5 cms de longitud temporo-parietal izquierda suturada con seda negra. Amerita una incapacidad provisional de 15 días, salvo complicaciones” (fl. 72 c-1 pruebas). 

En la misma fecha le fue practicado reconocimiento médico legal a José Noel Sánchez González. El perito conceptuó: “Al examen clínico presenta edema, dolor y pérdida de la función a nivel tenar de la mano derecha; además presenta equimosis en hemotórax posterior izquierdo de 10 x 4.5. cms. de diámetro; además escoriaciones en hemotórax anterior izquierdo. Se solicita RX de mano derecha. Amerita una incapacidad provisional de 18 días, salvo de complicaciones” (fl. 75 c-1 pruebas). 

Con fundamento en esas pruebas pretendieron los sindicados del delito de homicidio del joven Bahamón García demostrar que éste los había atacado y que ellos al lesionarlo trataron de defenderse de esa agresión. No obstante, ni la justicia penal ni las autoridades que conocieron del proceso disciplinario atendieron esa coartada y, por el contrario, consideraron que todas las pruebas comprometían a los hermanos Sánchez González en los hechos, aunque se dedujeron responsabilidades diferentes para cada uno.  

Así el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Villavicencio dictó sentencia condenatoria en contra del señor Carlos Aníbal Sánchez González, por hallarlo responsable del homicidio del señor José Saúl Bahamón García (fls. 265-296 c-2 pruebas). Esa providencia fue confirmada por el Tribunal Superior de Villavicencio, Sala Penal, mediante providencia de 5 de septiembre de 1997 (fls. 183-190 c. principal). 

En relación con los agentes José Noel y Orlando Sánchez González, la Fiscalía Primera Seccional de Villavicencio, mediante Resolución de 25 de julio de 1995 (fls. 105-107 c-2 pruebas), decidió precluir la investigación, por considerar que a pesar de la forma un tanto confusa como se presentaron los hechos, lo que quedó establecido fue que quien usó arma blanca en la riña, con la cual se causó la herida mortal al occiso fue Carlos Aníbal, en tanto que sus hermanos tuvieron intervención en el hecho, pero no causaron la muerte al joven Saúl Bahamón García: 

“La autoría se sabe que hubo un problema inicial entre ORLANDO SÁNCHEZ y el hoy occiso, donde se infirieron todo tipo de improperios y golpes. ORLANDO es distraído y abandona la riña; aparece entonces CARLOS SÁNCHEZ que puñal en mano le ocasiona la única herida de carácter mortal que presenta la víctima; la participación de NOEL SÁNCHEZ se limitó a unos planazos que recibiera SAUL que se suscitaron de manera imprevista y sin que hubiera acuerdo de los hermanos SÁNCHEZ en el problema que surgió.

…

“No se puede predicar que el sindicado haya obrado dentro de las circunstancias especiales del art. 29 del C. Penal, en su numeral 4º defensa legítima o de un tercero, ya que se pudo establecer con precisión que a pesar de haber recibido una lesión, el iniciador de los hechos lo fue ORLANDO SÁNCHEZ GONZÁLEZ y ya se habían calmado los ánimos cuando CARLOS de manera súbita reinicia el ataque, en esta oportunidad a mano armada (cuchillo) y sin que peligrara la vida de ORLANDO o la suya, le asesta la feroz puñalada a SAÚL. 

“En cuanto a la responsabilidad de los señores JOSÉ NOEL SÁNCHEZ y ORLANDO SÁNCHEZ GÓNZÁLEZ, el primero su intervención se limitó exclusivamente, como dicen los testigos, a darle unos planazos a la víctima, hechos que constituyen unas lesiones personales o como quien dice, intención directa de causarle unas lesiones más no la muerte, sin que podamos decir tampoco que haya actuado en empresa criminal con división del trabajo, donde cada uno de los participantes ejecuta el hecho como propio, aquí se ve que se presentó una riña inesperada en la que cada uno de sus participantes actuó de manera espontánea, conforme se fueron presentando los hechos, si su intención hubiera sido la de ocasionarle la muerte, en vez de haberle inferido los consabidos planazos, hubiera podido muy bien asentarle machetazos, tampoco puede hablarse de complicidad porque no aparece establecido acuerdo anterior para realizar la conducta homicida. Por ello, encontrando ajena su conducta en el resultado, deceso, deberá precluirse la investigación a favor de este ciudadano. 

“En lo que respecta a ORLANDO, su actuación se suscribió primero a dar los puntapiés iniciales a SAUL, desiste, se va a la casa, hace dos disparos al aire, que nada tuvieron que ver con la muerte, no habiendo causalidad entre estas acciones y el deceso se procederá de igual forma a precluir en su favor”.  

A pesar de no considerarlos responsables del delito de homicidio, en el proceso disciplinario se dispuso la separación absoluta de los agentes del cargo, porque su intervención injustificada en los hechos que concluyeron con la muerte del joven José Saúl implicó el desconocimiento de sus deberes de brindar protección a las personas.  

-En la investigación disciplinaria, el comandante del Departamento de Policía del Meta, mediante Resolución de 9 de agosto de 1993 (fls. 146-158 anexo 1), dispuso la separación absoluta del cargo de los agentes Orlando y José Noel Sánchez González, por considerar que eran responsables de la comisión de faltas constitutivas de mala conducta, que consistieron en participar en una riña con el señor José Saúl Bahamón García, a quien agredieron físicamente de palabra y obra y a quien su hermano Carlos Aníbal Sánchez González hirió con arma blanca hasta ocasionarle la muerte: 

“Que los agentes inculpados SÁNCHEZ GONZÁLEZ ORLANDO y JOSÉ NOEL tuvieron participación directa en los hechos en los que resultó muerto el señor JOSÉ SAÚL BAHAMÓN GARCÍA, cuando fuera acuchillado por el hermano de éstos, de nombre CARLOS ANÍBAL SÁNCHEZ GONZÁLEZ, de tal forma que el primero de los nombrados inició el problema al agredir al hoy occiso escusado en el revólver que portaba y con el cual hizo dos disparos, luego su hermano menor lo puñaleó y por último el agente SÁNCHEZ GONZÁLEZ NOEL, con machete en mano la emprendió a planazos, cuando el precitado herido ya estaba en el suelo víctima de la lesión y por ende indefenso y con el agravante de no permitir su auxilio oportuno y cuando fue levantado por sus familiares ya era un cadáver.

“Que la conducta asumida por los agentes ORLANDO y JOSÉ NOEL SÁNCHEZ GONZÁLEZ el día 27-FEB-93 donde perdió la vida el señor JOSÉ SAÚL BAHAMÓN GARCÍA riñe desde todo punto de vista con los preceptos constitucionales en su artículo 218 donde consagra: ‘…La Policía es un cuerpo armado de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz…’ acorde a las diligencias allegadas al plenario fueron ellos precisamente los protagonistas de hecho tan detestable y que por ende lesiona el prestigio de la institución policial”. 

La decisión fue confirmada por el Director General de la Policía Nacional, al conocer del recurso de apelación interpuesto por los sancionados, mediante Resolución de 4 de octubre de 1993 (fl.s 174-188 anexo 1), por considerar que:

“…efectivamente los policiales ORLANDO y JOSÉ NOEL SÁNCHEZ trasgredieron el decreto 100 de 1989… ‘Ejecutar sin causa justificada conductas descritas como hecho punible en la ley’, comprobado está que para el día 270393 el Ag. ORLANDO SÁNCHEZ, quien se movilizaba en una moto ofendió con palabras soeces y utilizó el arma de dotación disparándole en varias oportunidades, intimidando a varios residentes del lugar, dirigiéndose posteriormente al parque de la Virgen, donde sin causa justificada y en forma dolosa le da un puntapié al occiso, llegando posteriormente su hermano CARLOS, quien según los testimonios hiere con un arma cortopunzante al ya mencionado joven, quien luego cae en manos del policial JOSÉ NOEL SÁNCHEZ, el cual esgrimía un machete dado por su cuñado, propinándole golpes al cuerpo ya inerte de JOSÉ SAÚL, demostrando con ello la sevicia con que actuaron los hermanos para acabar con su vida. Quedaron sin fundamento las exculpaciones de los inculpados en el sentido de que el hoy occiso JOSÉ SAÚL BAHAMÓN lo haya herido de un ‘machetazo’, al establecerse dentro del plenario que éste se defendió golpeando con una botella de brandy la cabeza de CARLOS SÁNCHEZ, los cuales pretenden acomodar sus declaraciones para desviar la realidad de los acontecimientos”.

Se aprecia así que las pruebas que obran en el expediente no dejan duda en cuanto a la participación de los agentes de la Policía Orlando y José Noel Sánchez González en los hechos en los cuales perdió la vida el joven José Saúl, hechos que fueron la causa por la cual la misma entidad demandada decidió separarlos en forma absoluta del cargo, por considerar que su conducta fue al extremo reprochable, aunque hubieran sido exonerados de responsabilidad penal. 

Pero, a pesar de la indudable participación de los agentes de la Policía en la causación del daño sufrido por los demandantes, en tanto ejecutaron conductas en extremo reprochables, no hay lugar a derivar responsabilidad patrimonial en contra de la Nación, porque, se insiste, las circunstancias que motivaron y rodearon la causación del daño no tuvieron ningún nexo con el servicio. 

Se trató de la agresión por parte de los hermanos Sánchez González en contra de uno de sus vecinos del barrio, por razones que no fueron esclarecidas en ninguno de los procesos que se tramitaron con fundamento en esos hechos, razones que,  en todo caso, no aparecen vinculadas con la prestación del servicio público, ni aún en forma desviada. A los ojos de la víctima y de quienes presenciaron el hecho, los hermanos Sánchez González no actuaron prevalidos de su condición de agentes de la Policía, aunque esa era una condición que todos conocían, por ser sus vecinos, sino como simples particulares, partícipes de una riña, cuyo origen no fue develado. 

4.2. Está demostrado que para el momento de los hechos los hermanos Sánchez González no estaban prestando servicio. De acuerdo con la certificación expedida por el jefe de la sección de personal del Departamento de Policía del Meta, a la hora de los hechos, el agente José Noel Sánchez González “se encontraba disfrutando de descanso del fin de semana, ya que laboraba en Ocoa en oficios varios, más concretamente, en la sección de comunicaciones” y el agente Orlando Sánchez González quien “laboraba como conductor de la SIJIN…se encontraba descansando, de acuerdo a lo informado por esa jefatura” (fl. 92 c-1 de pruebas). 

Sin embargo, la sola circunstancia de que los agentes se hallaran descansando en el momento de producirse el daño no permite, por sí sola, negar la falta de nexo del hecho en el que participaron con el servicio, porque, se reitera, dicho nexo surge cuando la actuación de los servidores estatales se presenta como expresión o consecuencia del servicio y no cuando la misma surge dentro del ámbito privado de éstos, separada por completo de toda actividad pública. Por lo tanto, es cierto que los agentes de la Policía no pierden su calidad mientras descansan, están en franquicia, en vacaciones, etc., pero también es cierto que su sola investidura no genera nexo de todos sus actos con el servicio que se les ha encomendado prestar y que en el caso concreto, como ya se señaló la actuación de los agentes de la Policía José Noel y Orlando Sánchez González no trascendió su esfera personal.  

4.3. Refieren los testigos que momentos antes de que el agente Orlando Sánchez agrediera al joven José Saúl Bahamón hizo uso de su arma de dotación. 

-El señor Carlos Alberto Peñuela Santos (fls. 22-23 c-2 pruebas y 54-55 anexo 1) se refirió a un incidente previo a la muerte de Saúl Bahamón. Relató que él se hallaba conversando con una amiga cuando se le acercó Orlando Sánchez, quien se desplazaba en estado de embriaguez, en una moto, e  hizo dos disparos al aire; que salió a mirar el señor Pedro Pablo Rodríguez Gutiérrez, quien tuvo una discusión con Orlando, por lo que él le recomendó que se fuera para su casa y no buscara problemas; que ambos se marcharon por distintos rumbos y luego se suscitó el problema con Saúl. 

-El señor Pedro Pablo Rodríguez Gutiérrez (fls. 36-37 c-2 de pruebas y 31-32 anexo 1), manifestó que la noche de los hechos había pasado el agente de la Policía Orlando Sánchez por el frente de su casa, conduciendo una motocicleta roja y había hecho dos disparos al aire; que al salir a averiguar sobre lo ocurrido, aquél lo trató mal y le dijo que sacara también el arma de fuego que él tenía, porque era retirado de la Policía, para que se “dieran plomo”, pero que él prefirió ingresar de nuevo a su casa para evitar problemas. 

-El señor Robinson Pinzón León (fls. 97-99 c-1 y 68-69 anexo 1) aseguró que la noche de los hechos el señor Sánchez, padre de los hermanos Sánchez González estaba tratando mal a la señora Sandra Patricia, hermana del declarante; que en ese momento llegó el señor Hernando Pérez, esposo de ésta y le recriminó al señor José Sánchez el trato que le estaba dando a aquélla, pero que Carlos Sánchez intervino en el hecho y trató de lesionar a Hernando Pérez, su cuñado, pero que él desconoce cómo culminó el incidente porque su papá lo obligó a alejarse del lugar. 

Está demostrado que el día de los hechos, el agente Orlando Sánchez González portaba el arma de dotación oficial, revólver .38 special, la cual fue puesta a disposición del Fiscal 17, que la sometió a dictamen técnico (fls. 38 c-2 pruebas). 

El hecho de que el agente de la Policía Orlando Sánchez portara, e inclusive, que de acuerdo con los testimonios que obran en los procesos disciplinario y penal, hiciera uso del arma de fuego, al disparar al aire en varias oportunidades, en la misma noche de los hechos, ante los vecinos del barrio Popular de Villavicencio, donde residía, no genera vínculo con el servicio. En este caso, por una razón aún más relevante y es la de que el arma no fue utilizada ni para lesionar a la víctima, ni para desarmarlo, ni amedrentarlo. Se destaca que los testigos que afirman que el agente extrajo el arma cuando se acercó a José Saúl aseguran a renglón seguido que él entregó el arma a uno de sus parientes, pero ninguno de ellos la utilizó en el hecho. 

4.4. Quienes rindieron testimonio en los procesos penal y disciplinario se refirieron a la conducta pendenciera, agresiva y conflictiva de la familia Sánchez González, en particular de los agentes Orlando y José Noel, pero también de su padre, de su hermano menor Carlos Aníbal, e inclusive, la señora Luz Deisy, hermana de éstos.    

-Por ejemplo, la señora Nelly Alipio de Castro (fls. 77-79 c-1 de pruebas), aseguró que los hermanos Sánchez González siempre habían sido pendencieros, actitud que habían exacerbado desde que Orlando y José Noel habían ingresado a la Policía; que se embriagaban con frecuencia y buscaban problemas con todo el mundo; que portaban cuchillos y navajas y que desde que estaban en la Policía, también portaban armas de fuego y que en cambio, el fallecido era un joven tranquilo, que no se metía con nadie y colaboraba con el papá en los negocios familiares. 

-De igual manera, los señores Robinson Pinzón León, Javier Ospina Cruz, Richar Henry Gallo Hernández, María Virginia Castro Madrigal (fls. 219-220 y 247-252 c-1 pruebas) manifestaron que la familia Sánchez González era muy conflictiva. El primero de los testigos agregó que Orlando era muy calmado, pero que cuando ingresó a la Policía cambió su comportamiento y se volvió igual que sus hermanos; que trababa mal a las personas y buscaba a sus antiguos enemigos para desquitarse de ellos, en compañía de otros miembros del F-2. 

En la Resolución dictada por el Director General de la Policía Nacional, al conocer del recurso de apelación en el proceso disciplinario al cual ya se hizo alusión (fls. 174-188 anexo 1), se destacó la reprochable conducta social de los agentes Orlando y José Noel, así:

“Observa este despacho que respecto de los policiales inculpados, no es el único problema de gravedad que han protagonizado y gozan de ser conocidos como personas belicosas, problemáticas y carentes de responsabilidad, demostrando con su conducta la falta de profesionalismo y calidad policial, acciones como éstas merecen el máximo de reproche al violar un derecho fundamental consagrado en nuestra Constitución como es la vida, teniendo en cuenta que están instituidos para velar por la vida, honra y bienes de la comunidad”. 

Pero aunque en la muerte del joven Bahamón García se hubiera materializado la actitud agresiva y pendenciera de la familia Sánchez González y en particular, la de los agentes de la Policía Orlando y José Noel, no por ello puede afirmarse la existencia de nexo entre el servicio que éstos debían prestar y el daño que causaron.  

En el proceso disciplinario, la Policía Nacional dispuso el retiro absoluto de los agentes, justamente por considerar que su comportamiento reprochable, los hacía indignos de pertenecer a una institución que tenía como fin, precisamente el de proteger la vida e integridad física de las personas. Insiste la Sala en que, aunque los servidores estatales conservan su investidura cuando no se encuentran en servicio, lo que les obliga a asumir siempre un comportamiento legal y ético acorde con la función social que cumplen, no todas sus actuaciones comprometen la responsabilidad patrimonial de la entidad a la cual pertenezcan, dado que los servidores estatales, como cualquier otro ser humano, también actúa dentro de su esfera privada, ajena al servicio que cumplen. 

4.5. Finalmente, se destaca que el proceso se adelantó en la Justicia Ordinaria, en consideración a que el hecho no tuvo ningún vínculo con el servicio, pues de conformidad con lo previsto en el artículo 221 de la Constitución Política, “de los delitos cometidos por los miembros de la fuerza pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar” (subraya fuera del texto). 
En síntesis, la condición de agentes de la Policía que ostentaban los señores José Noel y Orlando no compromete la responsabilidad de la entidad demandada, porque se insiste, aquéllos actuaron al margen de esa calidad, dado que para la comisión del hecho no se aprovecharon de la ocasión que les brindaba la ejecución del servicio público, es decir, no ejecutaron los hechos que se les reprocha con el ánimo de prestar un servicio ni bajo su impulsión. Esos hechos no superaron su esfera meramente personal. 
Esta decisión no constituye una forma de evadir la responsabilidad de la Administración por el hecho de sus agentes, sino la verificación de la inexistencia de uno de los supuestos constitucionales -la imputabilidad- en la estructura de la responsabilidad patrimonial del Estado. Lo determinante no es que el autor material del hecho pertenezca a la entidad demandada sino que el daño se haya producido en ejercicio o con ocasión de una función pública. En consecuencia, el daño causado a los demandantes es imputable exclusivamente a sus autores, razón por la cual el Estado no puede ser obligado a la reparación.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA   
CONFÍRMASE la sentencia recurrida, esto es, la proferida por el Tribunal Administrativo de Descongestión Bogotá-Sección Tercera, el 12 de octubre de 2000. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Presidenta

RUTH STELLA CORREA PALACIO                   DANILO ROJAS BETANCOURTH

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� En vigencia de Decreto 597 de 1988, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa en el año de 1995 y cuya apelación se hubiera formulado antes de la vigencia de la Ley 446 de 1998, tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación era de $9.660.000 y la mayor de las pretensiones de la demanda con la cual se inició este proceso ascendía a $11.023.230, que era el valor de 1.000 gramos de oro el día de la presentación de la demanda, los cuales fueron solicitados como indemnización por perjuicios morales, para cada uno de los demandantes. 





� En sentencia de 26 de septiembre de 2002, exp: 14.036, dijo la Sala: “Para determinar cuándo el hecho tiene o no vínculo con el servicio se debe examinar la situación concreta para establecer si el funcionario actuó frente a la víctima prevalido de su condición de autoridad pública, es decir, que lo que importa examinar no es la intencionalidad del sujeto, su motivación interna sino la exteriorización de su comportamiento. En otros términos lo que importa para atribuir al Estado, por ejemplo, el hecho de un policía que agrede a una persona es establecer “si a los ojos de la víctima aquel comportamiento lesivo del policía nacional aparecía como derivado de un poder público, si quiera en la vertiente del funcionamiento anormal de un servicio público”.


� ANDRÉS E. NAVARRO MUNUERA. La ampliación de la responsabilidad patrimonial de la administración a los daños ocasionados por sus funcionarios o agentes actuando al margen del servicio público, en Revista Española de Derecho Administrativo, No. 60, octubre-diciembre de 1988. Se analiza en el artículo la sentencia del Tribunal Supremo de España del 27 de mayo de 1987, que concedió a los demandantes la indemnización por la muerte de su hijo ocasionada por un agente de la policía con arma de fuego reglamentaria, pero quien disfrutaba de sus vacaciones, en aplicación de la teoría del riesgo como título de imputación).





